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por  medio  de  la  cual  se  establecen  medidas  sobre  la
elaboración,  publicación  y  divulgación  de  encuestas  y  se
dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto regular
la  realización  y  divulgación  de  encuestas  para  cargos  de
elección  popular  y  de  opinión  política,  con  el  fin  de
garantizar  la  igualdad  al  acceso  de  la  información  y  la
transparencia  de  los  datos  en  aras  de  aumentar  la
confiabilidad  y  robustecer  técnicamente  la  aplicación  de
dichas técnicas de investigación en el territorio nacional.

Artículo  2°.  Alcance.  Las  disposiciones  contenidas  en  la
presente ley son aplicables a todo estudio cuantitativo que se
publique  y  a  las  personas  jurídicas  que  los  realicen  y
divulguen,  cuyo  objetivo  sea  dar  a  conocer  preferencias,
opinión o tendencias políticas y electorales. Incluyendo la
intención de voto y la imagen de los candidatos para procesos
de decisión o elección mediante voto popular.

Sin importar el nombre, denominación o metodología que se le
dé al estudio cuantitativo para ser publicado y divulgado
deberá cumplir todas las exigencias de la presente ley para
las encuestas que se incluyan en dicho estudio.

Al publicar los resultados de un sondeo en prensa, radio,
televisión  o  plataformas  digitales  -incluidas  las  redes
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sociales-  se  debe  informar  que  éste  no  se  considera
representativo del grupo poblacional en donde se adelantó la
medición, de conformidad con las definiciones del artículo 3°
de la presente ley.

Artículo 3°. Definiciones. Para la aplicación de la presente
ley, se deben considerar las siguientes definiciones:

Encuesta  o  encuesta  por  muestreo  probabilístico:  Producto
técnico de base científica que consiste en aplicar un conjunto
de técnicas y procedimientos mediante los cuales, sobre la
base  de  un  cuestionario  específico,  se  obtienen  datos  e
información respecto de las opiniones, deseos, actitudes o
comportamientos de un grupo representativo de consultados y
cuyos  resultados  pueden  ser  generalizados  a  universos
definidos y conocidos de la población. Esta herramienta tiene
por  objeto  obtener  información  estadística,  del  proceso
electoral  o  de  opinión  pública  que  permite  una  medición
objetiva de los procesos políticos.

Para efectos de la presente ley, entiéndase por encuesta, toda
encuesta probabilística.

Sondeo:  Procedimiento  que  permite  conocer  las  opiniones  y
actitudes de un grupo específico por medio de un cuestionario
que  se  aplica  a  un  grupo  de  sus  integrantes.  Este
procedimiento expedito de medición está dirigido a muestras no
probabilísticas  de  la  población  que  no  se  juzgan  como
representativas del conjunto al que pertenecen. Los resultados
de  este  tipo  de  estudio  no  son  generalizables  para  la
población, su propósito es conocer la percepción sobre temas
de interés político instituciones o funcionarios. No podrán
publicarse  ni  divulgarse  sondeos  sobre  intención  de  voto
electoral.

Firmas encuestadoras: Para todos los efectos de la presente
ley,  se  entenderán  como  firmas  encuestadoras  a  todas  las
personas jurídicas* que publiquen encuestas cuyo objetivo sea



el levantamiento, la recolección y el procesamiento de datos,
con  el  fin  de  dar  a  conocer  preferencias  o  tendencias
políticas o electorales para procesos de decisión o elección
mediante voto popular, y que se hayan registrado para tal fin
en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras.

Municipios y Distritos de inclusión forzosa para la toma de
muestras en encuestas de carácter nacional: Serán aquellos
municipios o distritos con una población igual o superior a
800,000  habitantes.  También  son  de  inclusión  forzosa  los
municipios o distritos de mayor población en las regiones que
no  tengan  municipios  o  distritos  con  población  igual  o
superior a 800,000 habitantes.

Municipios grandes para la toma de muestras en investigaciones
cuantitativas:  serán  aquellos  municipios  con  una  población
inferior a 799,999 y superior a 100,000 habitantes.

Municipios  medianos  para  la  toma  de  muestras  en
investigaciones cuantitativas: serán aquellos municipios con
una población inferior a 99,999 habitantes y superior a 50.000
habitantes.

Municipios  pequeños  para  la  toma  de  muestras  en
investigaciones cuantitativas: serán aquellos municipios con
una población inferior a 50,000 habitantes.

Margen de error de Diseño. Margen de error utilizado para
calcular el tamaño de la muestra.

Margen de error calculado para indicadores: Margen de error
calculado individualmente para cada indicador a raíz de los
datos recolectados.

Modelo  de  pronóstico:  Es  un  modelo  estadístico  o  tipo  de
proyección  estadística  realizado  sobre  los  datos  de  las
encuestas o sondeos.

Artículo 4°. De la Selección de la Muestra. Toda encuesta de



carácter electoral que sea publicada y divulgada en medios de
comunicación debe garantizar representatividad a través de un
método científico dentro del diseño muestral, de la siguiente
manera:

En una encuesta del nivel nacional, se debe tener un margen de
error de diseño, calculado para cada indicador publicado de
máximo tres por ciento (3%) y un nivel de confianza mínimo del
noventa y cinco por ciento (95%) para las preguntas de opinión
política,  conocimiento,  favorabilidad  e  intención  de  voto,
para  personajes  y/o  candidatos,  de  elección  popular,  con
valores de un fenómeno de ocurrencia como mínimo menores al
cuarenta  por  ciento  (40%)  o  mayores  a  sesenta  por  ciento
(60%).

En  una  encuesta  de  nivel  Departamental,  Distrital  y/o
municipal,  se  debe  tener  un  margen  de  error  de  diseño  y
calculado para cada indicador publicado máximo del cinco por
ciento (5%) y el nivel de confianza mínimo del noventa y cinco
por  ciento  (95%)  para  las  preguntas  de  opinión  política,
conocimiento,  favorabilidad  e  intención  de  voto,  para
personajes y/o candidatos, de elección popular, con valores de
un fenómeno de ocurrencia como mínimo menores al cuarenta por
ciento (40%) o mayores a sesenta por ciento (60%).

Además, la distribución de la muestra deberá cumplir con los
siguientes parámetros:

a)  Cuando  se  trate  de  encuestas  sobre  opinión  pública  y
política,  mecanismos  de  participación  ciudadana  o  procesos
electorales de carácter nacional, la muestra deberá incluir a
todos  los  municipios  y  distritos  con  población  igual  o
superior a 800.000 habitantes de acuerdo a la proyección más
actualizada  del  Departamento  Administrativo  Nacional  de
Estadística DANE. También incluirá el municipio o distrito con
mayor  población  de  cada  región  que  no  tenga  municipios  o
distritos con población igual o superior a 800.000 habitantes,
así como un subconjunto de municipios pequeños, medianos y



grandes de todas las regiones del país.

b)  Cuando  se  trate  de  encuestas  sobre  opinión  pública  y
política,  mecanismos  de  participación  ciudadana  o  procesos
electorales  de  carácter  departamental,  la  muestra  deberá
incluir a la capital departamental y como mínimo el 20% de los
municipios del respectivo Departamento.

c)  Cuando  se  trate  de  encuestas  sobre  opinión  pública  y
política,  mecanismos  de  participación  ciudadana  o  procesos
electorales de nivel distrital o municipal, se deberá asegurar
que la muestra incluya una representación adecuada de las
subdivisiones  administrativas,  seleccionadas  mediante  un
método probabilístico.

Parágrafo 1°. Para efectos de lo previsto en este artículo se
entenderá por regiones las descritas en el artículo 45 de la
Ley 2056 de 2020.

Parágrafo 2°. En los eventos de alteración del orden público,
desastres naturales u otras circunstancias de fuerza mayor las
firmas  encuestadoras  podrán  hacer  uso  para  efectos  de  la
selección de municipios a las que se refiere este artículo de
las sobre muestras o muestras de reemplazo.

Artículo  5°.  Encuestas  de  conocimiento,  favorabilidad
política, opinión o intención del voto. Cuando se indague por
el  conocimiento,  favorabilidad,  opinión  sobre  políticos  o
personajes públicos susceptibles de ser elegidos a un cargo
uninominal de elección popular, se deberá incluir a candidatos
que  posean  relevancia  o  notoriedad  pública  significativa,
hayan participado en elecciones similares previas o tengan
favorabilidad o reconocimiento manifiesto.

Las  encuestas  que  incluyan  preguntas  relacionadas  con
intención de voto solo podrán realizarse a partir de los tres
meses  anteriores  del  primer  día  de  inscripciones  de
candidatos.  Una  vez  haya  finalizado  el  término  para  la
inscripción a elecciones uninominales, las encuestas tendrán



que  incluir  a  todos  los  candidatos  inscritos  para  la
respectiva  contienda  electoral.

Artículo  6°.  Requisitos  formales  para  la  publicación  de
encuestas y sondeos. Toda encuesta de opinión de carácter
electoral al ser publicada o divulgada tendrá que serlo en su
totalidad  y  deberá  indicar  de  manera  clara  y  visible  la
siguiente información, a manera de ficha técnica:

La persona natural o jurídica que la realizó y quién la1.
encomendó.
La fuente de su financiación.2.
El tipo, tamaño de la muestra y procedimiento utilizado3.
para seleccionar las unidades muestrales.
El tema o temas concretos a los que se refiere.4.
El texto literal de la pregunta o preguntas formuladas,5.
y el orden en el que se realizaron.
Los candidatos, personas o instituciones por quienes se6.
indagó.
El espacio geográfico y la fecha o período de tiempo en7.
que se realizó.
El margen de error de diseño.8.
Tipo de estudio con arreglo a las categorías descritas9.
en la presente ley.
El propósito del estudio.10.
Universo representado.11.
Método de recolección de datos.12.
Nivel de confiabilidad.13.
Nombres y apellidos de los profesionales en estadística14.
responsables de la encuesta.
Declaración en la que se informe si hubo algún tipo de15.
contraprestación por responder la encuesta. En caso de
que  se  hubiere  otorgado  contraprestación,  se  deberá
declarar  la  naturaleza  y  el  valor  de  dicha
contraprestación.



Parágrafo 1°. Adicionalmente, se deberá publicar, en anexos
técnicos abiertos y accesibles al público, el número efectivo
de respuestas a cada una de las preguntas en forma individual,
y  el  margen  de  error  calculado  de  cada  indicador  y  los
microdatos, anonimizando información personal de conformidad
con  los  estándares  del  tratamiento  de  datos  personales
consagrados  en  la  Ley  1581  de  2012  y  demás  normas
concordantes, y las variables necesarias para replicar los
cálculos publicados.

Parágrafo 2°. Las encuestas que no cumplan con los requisitos
establecidos en este artículo no podrán ser publicadas ni
divulgadas por ningún medio de comunicación.

Parágrafo 3°. En su revisión posterior, el Consejo Nacional
Electoral  ejercerá  vigilancia  sobre  el  cumplimiento  de  la
presente ley y especialmente sobre la forma en que se realizan
las preguntas, no inducción a las respuestas, la adecuada
selección de la muestra, la veracidad de los datos reportados,
publicados y las buenas prácticas en todas las etapas de la
encuesta  hasta  su  publicación  y  divulgación.  En  caso  de
detectarse  prácticas  que  induzcan  respuestas,  manipulen  la
muestra o alteren los datos publicados, se dará inicio al
procedimiento  sancionatorio  correspondiente,  conforme  a  lo
previsto  en  esta  ley  y  en  el  régimen  de  procedimiento
administrativo  vigente.

Parágrafo 4°. En toda publicación deberá incluirse, de manera
resaltada y claramente visible, que todas las encuestas se ven
afectadas por márgenes de error.

Parágrafo 5°. A partir de la entrada en vigencia de esta ley
el Consejo Nacional Electoral deberá mantener actualizado y
accesible en su página web un repositorio con la información
señalada  en  este  artículo  de  cada  encuesta  publicada,  la
información deberá ser pública en el repositorio en un plazo
no superior a cinco (5) días desde su reporte por parte de la
respectiva firma encuestadora.



Parágrafo 6°. Los sondeos de opinión pública y electorales
deberán ser acompañados en su publicación y divulgación de lo
siguiente: La persona natural o jurídica que la realizó y la
encomendó, la fuente de su financiación, el tipo, tamaño de la
muestra  y  procedimiento  utilizado  para  seleccionar  las
unidades  muestrales,  el  texto  literal  de  la  pregunta  o
preguntas formuladas, y el orden en el que se realizaron, las
personas o instituciones por quienes se indagó, el espacio
geográfico y la fecha o período de tiempo en que se realizó,
el propósito del estudio y el universo representado.

Artículo 7°. Comisión Técnica y de Vigilancia de Encuestas
sobre Opinión Política y Electoral. Créase la Comisión Técnica
de Vigilancia de Encuestas sobre Opinión Política y Electoral,
la cual es un cuerpo técnico del Consejo Nacional Electoral,
que tendrá a cargo las siguientes funciones:

Estudiar,  evaluar,  auditar  y  conceptuar  sobre  el1.
cumplimiento  de  las  disposiciones  que  regulan  la
elaboración  y  publicación  de  encuestas.
Asesorar al Consejo Nacional Electoral en la regulación,2.
vigilancia y seguimiento a las encuestas y estudios de
opinión política.
Expedir su propio reglamento y designar coordinador.3.

Parágrafo  transitorio.  Mientras  la  Comisión  expide  su
reglamento  se  regirá  por  las  siguientes  reglas:  i)  la
secretaría técnica será ejercida por la Secretaría General del
Consejo  Nacional  Electoral,  ii)  el  quórum  para  realizar
sesiones  o  tomar  decisiones  se  cumplirá  con  la  presencia
física  o  virtual  de  no  menos  de  3  comisionados,  iii)  La
sesiones  serán  convocadas  con  al  menos  siete  (7)  días  de
anticipación a la fecha de la reunión iv) el coordinador de la
comisión asignará entre uno (1) y dos (2) comisionados para
elaborar la ponencia de las auditorías, informes o conceptos
que  se  requieran  haciendo  uso  de  un  reparto  aleatorio  y



equitativo  v)  la  aprobación  de  conceptos,  informes  y
auditorías  así  como  las  demás  decisiones  de  la  comisión
requieren del voto afirmativo de al menos 3 miembros de la
comisión.

Artículo  8°.  Conformación  de  la  Comisión  Técnica  y  de
Vigilancia de Encuestas sobre Opinión Política y Electoral. La
Comisión estará integrada por cinco (5) miembros con título
profesional  reconocido  en  Colombia,  que  hayan  realizado
estudios de pregrado, especialización, maestría y/o doctorado
en  estadística  y  que  cuenten  con  experiencia  profesional
demostrable de al menos 2 años relacionada con encuestas por
muestreo probabilístico.

Los miembros serán elegidos por el Consejo Nacional Electoral
a partir de una lista de postulados presentada por los decanos
o directores de departamento de universidades que ofrezcan
programas de pregrado, especialización, maestría y/o doctorado
en estadística, acreditados en alta calidad por el Ministerio
de Educación Nacional. Cada programa acreditado podrá postular
hasta tres candidatos. Durante los cuatro años siguientes a su
conformación, en caso de renuncia, inhabilidad, fallecimiento
u otra circunstancia que genere una vacante en la comisión, el
reemplazo será seleccionado de la lista de postulados.

Parágrafo 1°. Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán
ser miembros de la Comisión:

a. Quienes hayan sido sancionados por las conductas previstas
en la presente ley.

b.  Quienes  sean  afiliados  o  hayan  tenido  vínculos
contractuales o laborales en los últimos tres (3) años con
partidos, movimientos o campañas políticas.

c. Quienes hayan tenido vínculos laborales o contractuales, en
los últimos dos (2) años, con personas naturales o jurídicas
dedicadas  a  realizar  encuestas  o  investigaciones  políticas
cuantitativas o cualitativas.



d. Quienes tengan vínculo por matrimonio, unión permanente o
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de
afinidad  o  primero  civil  con:  candidatos;  directivos  de
partidos, movimientos y campañas políticas; socios, miembros
de  junta  directiva  o  trabajadores  de  confianza  y  manejo
vinculados a personas naturales o jurídicas registradas como
encuestadoras políticas.

Parágrafo 2°. Los honorarios de los miembros de la Comisión
serán pagados mensualmente de acuerdo a la tabla vigente de
honorarios de la organización electoral.

Parágrafo  3°.  En  temporada  electoral  el  Consejo  Nacional
Electoral podrá vincular a supernumerarios para asistir la
tarea·  de  la  Comisión  de  acuerdo  con  los  requerimientos
solicitados por ella.

Parágrafo  transitorio.  Para  la  conformación  inicial  de  la
Comisión  el  Consejo  Nacional  Electoral  solicitará  a  las
instituciones de educación superior señaladas en este artículo
los listados de candidatos en un plazo de diez (10) días desde
la entrada en vigencia de la presente ley, a su vez deberá
elegir a los miembros de la comisión en el plazo de dos (2)
meses desde la entrada vigencia de la presente ley.

Artículo 9°. De las firmas encuestadoras. Solamente podrán
realizar  encuestas  de  carácter  electoral  con  ánimo  de
publicación, las firmas encuestadoras previamente registradas
ante el Consejo Nacional Electoral.

No está permitida la publicación y difusión en medios masivos
de  comunicación,  incluidas  redes  sociales,  de  encuestas  y
sondeos falsos, que incumplan las disposiciones establecidas
en  la  presente  ley,  o  utilicen  emblemas  de  empresas
encuestadoras  registradas  sin  su  autorización.

Artículo 10. Del registro. Para la inscripción en el Registro
Nacional  de  Firmas  Encuestadoras,  se  deberá  aportar  la
siguiente información:



Acreditación de experiencia en materia de realización de1.
encuestas. Para ello, se aportarán los contratos cuyo
objeto  sea  la  realización  de  estudios  de  mercado  y
encuestas de opinión pública que hayan sido legalmente
ejecutados con personas naturales o jurídicas en los
cinco  (5)  años  anteriores  a  la  presentación  de  la
solicitud de inscripción en el registro. En caso de que
las  partes  hayan  convenido  cláusulas  o  acuerdos  de
confidencialidad,  el  Consejo  Nacional  Electoral  (CNE)
garantizará la reserva de la información sobre el objeto
del contrato.
Constitución como sociedad cuyo objeto principal sea la2.
realización de estudios de mercado y encuestas: al menos
tres (3) años antes de la fecha de la solicitud de
registro.  Para  tal  efecto,  se  allegará  el
correspondiente  certificado  de  existencia  y
representación  legal,  expedido  por  la  autoridad
competente, con una antelación no mayor de tres meses a
la fecha en que se solicite la inscripción.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de mediciones sobre preferencias
electorales  a  nivel  nacional,  las  firmas  encuestadoras
adicionalmente deberán acreditar el cumplimiento del estándar
de calidad más exigente para el sector de la investigación de
mercado, investigación social y de la opinión, reconocido por
el  Subsistema  Nacional  de  Calidad  o  la  entidad  que  lo
sustituya o haga sus veces. En caso de contradicción entre la
norma técnica y lo previsto en esta ley prevalece la ley.

Parágrafo 2°. Las solicitudes de inscripción que no cumplan
con los requisitos y con las formalidades establecidas en la
presente ley serán inadmitidas. El solicitante tendrá un plazo
de un (1) mes para subsanarlos, de lo contrario se procederá
conforme  al  artículo  17  del  Código  de  Procedimiento
Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo.

Parágrafo 3°. La inscripción en el Registro Nacional de Firmas



Encuestadoras se renovará cada tres (3) años. La no solicitud
de  renovación  por  parte  de  los  interesados  conlleva  su
expiración automática. En caso que, a la fecha de vencimiento
del término inicial para el cual se realizó la inscripción, el
Consejo Nacional Electoral no se haya pronunciado sobre la
solicitud de renovación, esta se entenderá prorrogada hasta
que haya un pronunciamiento definitivo sobre la misma.

Parágrafo  4°.  Cualquier  cambio  que  se  produzca  en  la
representación legal, en la naturaleza de la sociedad y en la
dirección  del  domicilio  de  las  personas  inscritas  en  el
Registro Nacional de Firmas Encuestadoras del Consejo Nacional
Electoral, debe ser notificado por el representante legal, o
quien  haga  sus  veces,  aportando  los  certificados
correspondientes.

Parágrafo  5°.  la  nacionalidad  o  país  de  domicilio  de  las
personas  jurídicas  que  deban  registrarse  en  el  Registro
Nacional de Firmas Encuestadoras no las exime de la obligación
de registrarse y de cumplir los requisitos legales para la
elaboración, publicación y divulgación de encuestas.

Parágrafo  Transitorio.  Las  personas  naturales  que  puedan
acreditar que su actividad principal ha sido la realización de
estudios  de  mercado  y  encuestas  de  carácter  político  y
electoral, tendrán un plazo de un año (1) año contado a partir
de la entrada en vigencia de la presente ley para constituirse
como  personas  jurídicas  y  solicitar  su  inscripción  en  el
Registro Nacional de Firmas Encuestadoras.

Podrán acreditar el cumplimiento de lo previsto en la presente
ley con los soportes que den cuenta de la realización como
personas  naturales  de  estudios  de  mercado  y  encuestas  de
carácter político y electoral como actividad principal, por lo
menos en los dos (2) años anteriores a la entrada en vigencia
de la presente ley.

Artículo 11. Responsabilidad de las firmas encuestadoras. Las



firmas  encuestadoras  deberán  cumplir  con  las  leyes  de  la
estadística. Si no lo hicieren, responderán civil y penalmente
por sus actos cuando corresponda.

Artículo  12.  Auditoría  y  trazabilidad  de  los  datos.  Para
garantizar que se disponga de la información necesaria para la
realización de auditorías, las firmas encuestadoras deberán
entregar al Consejo Nacional Electoral de manera simultánea a
la entrega de los productos terminados al cliente y guardar
copia, por un lapso no inferior a dos (2) años, la siguiente
información:

Lo señalado en el artículo 6°;1.
Los cálculos y justificación del tamaño y selección de2.
la muestra;
El código computacional usado para el procesamiento de3.
los datos y el cálculo de los indicadores;
Los  registros  primarios  utilizados  tales  como4.
cuestionarios  diligenciados,  ficheros  de  datos,
grabaciones  u  otros  similares;
Los productos de la auditoría interna.5.

Adicionalmente para el caso de encuestas en hogares se deberá
entregar el código computacional usado y que haga posible
replicar la selección de las unidades muestrales. En encuestas
telefónicas la descripción del procedimiento de selección de
la muestra y números telefónicos.

Todas  las  encuestas  electorales,  políticas  y  de  opinión
pública de cobertura nacional serán auditadas por la comisión.
Las encuestas territoriales serán auditadas aleatoriamente. El
Consejo  Nacional  Electoral  podrá  contratar  auditorías
externas.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la presente
ley  el  CNE  deberá  conservar  al  menos  dos  copias  en
dispositivos independientes de la información aquí señalada en



expedientes digitales.

Artículo 13. Prohibición de aportes. Las firmas encuestadoras
registradas  ante  el  Consejo  Nacional  Electoral  y  sus
representantes  legales,  o  miembros  de  junta  directiva  no
podrán realizar aportes a las campañas políticas.

Artículo  14.  Actualización  normativa.  El  Consejo  Nacional
Electoral  deberá  expedir  una  resolución  actualizando  las
resoluciones 23 de 1996 y 50 de 1997 de conformidad a los
contenidos de la presente ley en los dos meses siguientes a su
entrada en vigencia.

Artículo  15.  Rectificación  de  la  información  errónea.  Los
medios de comunicación que publiquen o difundan resultados de
encuestas  electorales,  de  opinión  pública,  sondeos  y/o
consultas abiertas con errores sustanciales o que violen lo
dispuesto  en  la  presente  ley,  deberán  rectificar  la
información  dentro  de  un  plazo  máximo  de  tres  (3)  días
contados a partir del pronunciamiento del Consejo Nacional
Electoral, mencionando el motivo de la rectificación, lo cual
deberá realizarse a través de los mismos canales y espacios en
los que fue difundida la información original. Lo anterior sin
perjuicio de las sanciones a las que haya lugar.

Artículo  16.  El  Consejo  Nacional  Electoral  garantizará
mecanismos de participación y/o veeduría para la ciudadanía
que quiera presentar observaciones, solicitudes de revisión o
denuncias  sobre  encuestas  publicadas,  relacionadas  con
procesos de elección popular y/o de opinión política. Estas
observaciones, solicitudes o denuncias deberán ser tramitadas
de  manera  pronta  y  efectiva,  con  el  fin  de  promover  y
garantizar el control ciudadano y la legitimidad democrática.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir de su
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean
contrarias, especialmente el artículo 10 de la Resolución 23
de 1996 expedida por el Consejo Nacional Electoral.



El Presidente del Honorable Senado de la República,

Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Diego Alejandro González González.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

Jaime Raúl Salamanca Torres.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada, a 23 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro del Interior,

Armando Benedetti Villaneda.

LEY 2493 DE 2025
LEY 2493 DE 2025

(julio 23)

D.O. 53.190, julio 23 de 2025

por  medio  de  la  cual  se  aprueba  el  “Tratado  sobre  la

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2025/07/31/ley-2493-de-2025/


Prohibición de las Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York,
el 7 de julio de 2017.

El Congreso de Colombia

Visto el texto del “Tratado sobre la Prohibición de las Armas
Nucleares”, adoptado en Nueva York, el 7 de julio de 2017.

Se adjunta copia fiel y completa de la copia certificada en
español del texto del Tratado, certificado por el Coordinador
del Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección de
Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones
Exteriores, documento que responde a la versión, en idioma
español, publicada en la página web oficial de la Organización
de  Naciones  Unidas  (https://treaties.
un.org/doc/Treaties/2017/07/20170707%2003-42%20PM/Ch_
XXVI_9.PDF) y que consta en siete (7) folios.

El presente proyecto de ley consta de diecisiete (17) folios.

Anexo

RAMA LEGISLATIVA DEL PODER PÚBLICO

Presidente de la República

Bogotá, D. C.,

Autorizado. Sométase a la consideración del Honorable Congreso
de la República para los efectos constitucionales.

(Fdo.) GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Luis Gilberto Murillo Urrutia.

DECRETA:

Artículo primero. Apruébese el “Tratado sobre la Prohibición
de las Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York, el 7 de julio



de 2017.

Artículo  segundo.  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el
artículo  1°  de  la  Ley  7ª  de  1944,  el  “Tratado  sobre  la
Prohibición de las Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York,
el 7 de julio de 2017, que por el artículo primero de esta ley
es aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto
del mismo.

Artículo tercero. La presente ley rige a partir de la fecha de
su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los

Presentado  al  Honorable  Congreso  de  la  República  por  el
Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministro de Defensa
Nacional,

El Ministro de Relaciones Exteriores,

Luis Gilberto Murillo Urrutia.

El Ministro de Defensa Nacional,

Iván Velásquez Gómez.

LEY 424 DE 1998

(enero 13)

por  la  cual  se  ordena  el  seguimiento  a  los  convenios
internacionales  suscritos  por  Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería
presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones



Exteriores  de  Senado  y  Cámara,  y  dentro  de  los  primeros
treinta días calendario posteriores al período legislativo que
se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca de
cómo  se  están  cumpliendo  y  desarrollando  los  Convenios
Internacionales  vigentes  suscritos  por  Colombia  con  otros
Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y
requerir  la  reciprocidad  en  los  mismos,  trasladará  la
información pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores
y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo  3º.  El  texto  completo  de  la  presente  ley  se
incorporará como anexo a todos y cada uno de los Convenios
Internacionales  que  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores
presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.

El  Secretario  General  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes,

Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.



Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA LEGISLATIVA DEL PODER PÚBLICO

Presidente de la República

Bogotá, D. C.,

Autorizado. Sométase a la consideración del Honorable Congreso
de la República para los efectos constitucionales.

(Fdo.) GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Luis Gilberto Murillo Urrutia.

DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Tratado sobre la Prohibición de las
Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York, el 7 de julio de
2017.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado sobre la Prohibición de las
Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York, el 7 de julio de
2017, que por el artículo primero de esta ley es aprueba,
obligará a la República de Colombia a partir de la fecha en
que  se  perfeccione  el  vínculo  internacional  respecto  del
mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,



Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Diego Alejandro González González.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

Jaime Raúl Salamanca Torres.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y cúmplase.

Dada, a 23 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO

La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada del empleo
de Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,

Rosa Yolanda Villavicencio Mapy.

El Ministro de Defensa Nacional,

Pedro Arnulfo Sánchez Suárez.

LEY 2492 DE 2025
LEY 2492 DE 2025

(julio 23)

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2025/07/31/ley-2492-de-2025/


D.O. 53.190, julio 23 de 2025

por medio de la cual se establece el cambio de denominación de
los “Inspectores de Policía” por “Inspectores de Convivencia y
Paz” y se ordenan otros lineamientos que contribuyan a la
convivencia  y  a  la  paz  nacional  y  se  dictan  otras
disposiciones

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  por  objeto
modificar la denominación de los “Inspectores de Policía” por
“Inspectores de Convivencia y Paz”, así como la implementación
de medidas técnicas, administrativas y de capacitación que
fortalezcan  de  manera  eficaz  el  funcionamiento  de  las
Inspecciones de Convivencia y Paz, contribuyan a garantizar la
justicia de los ciudadanos y el logro de la paz nacional.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 18 del Decreto Ley 785 de
2005, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 18. NIVEL PROFESIONAL: El Nivel Profesional está
integrado  por  la  siguiente  nomenclatura  y  clasificación
específica de empleos:

Cód.

Denominación de empleo

215

Almacenista general

202

Comisario de familia

203



Comandante de Bomberos

204

Copiloto de aviación

227

Corregidor

260

Director de Cárcel

265

Director de Banda

270

Director de Orquesta

235

Director de Centro de Institución Universitaria

236

Director de Centro de Escuela Tecnológica

243

Enfermero

244

Enfermero especialista

232

Director de centro de Institución Técnica Profesional

233



Inspector o Corregidor de Convivencia y Paz Urbano y Rural
categoría  especial  en  municipios  y  distritos  de  categoría
especial, 1º y 2º categoría.

234

Inspector  o  corregidor  de  Convivencia  y  Paz  urbano  en
municipios  y  distritos  de  3º  a  6º  Categoría  y  rural.

206

Líder de programa

208

Líder de proyecto

209

Maestro en artes

211

Médico general

213

Médico especialista

231

Músico de Banda

221

Músico de Orquesta

214

Odontólogo

216



Odontólogo especialista

275

Piloto de aviación

222

Profesional especializado

242

Profesional especializada área en salud

219

Profesional universitario

237

Profesional Universitario de salud

217

Profesional servicio social obligatorio

201

Tesoro General”

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 19 del Decreto Ley 785 de
2005, el cual quedara así:

ARTÍCULO 19. NIVEL TÉCNICO. El Nivel Técnico está integrado
por la siguiente nomenclatura y clasificación específica de
empleos.

Cod.

Denominación del empleo:

335



Auxiliar de vuelo

312

Inspector de Tránsito y transporte

313

Instructor

336

Subcomandante de bomberos

367

Técnico administrativo

323

Técnico área de salud

314

Técnico operativo

Artículo 4°. Equipos interdisciplinarios. En cada Inspección
de Convivencia y Paz, y de acuerdo con las necesidades de cada
ente  territorial,  se  deberán  conformar  equipos
interdisciplinarios  para  dar  cumplimiento  a  las  funciones
asignadas por las Leyes 1801 de 2016 y 2045 de 2025 o aquellas
normas  que  la  modifiquen  o  sustituyan.  Lo  anterior,
obedeciendo  al  presupuesto  de  la  entidad  territorial
correspondiente.

Para  aquellos  municipios  con  100.000  o  más  habitantes  el
equipo  interdisciplinario  de  trabajo  deberá  ser  de  nivel
técnico, conforme a la clasificación específica de empleos,
contenida en el artículo 19 del Decreto Ley 785 de 2005, así:

NIVEL  TÉCNICO.  El  Nivel  Técnico  está  integrado  por  la
siguiente  nomenclatura:



Cod.

Denominación del empleo:

314

Técnico operativo

367

Técnico administrativo

Parágrafo 1°. Para la implementación del presente artículo,
las entidades territoriales acorde a las categorías de cada
Municipio  o  Distrito,  deberán  tener  en  cuenta  las  cargas
laborales para hacer los traslados de dependencias frente a
las necesidades de personal.

Parágrafo 2°. En todo caso, los equipos interadministrativos,
se  integrarán  con  cargos  ya  existentes  en  el  respectivo
Municipio o Distrito y en ningún caso se podrá crear, ni
aumentar, ningún gasto. burocrático adicional al ya existente.

Artículo  5°.  Convenios:  El  Ministerio  del  Interior  y  el
Ministerio de Justicia y del derecho, delegarán a funcionarios
para  la  elaboración  de  convenios  que  permitan  el
fortalecimiento y mejora de las capacidades y funciones de las
Inspecciones de Convivencia y Paz.

Parágrafo: El Ministerio del Interior vigilará y promoverá la
asignación de recursos de inversión de los FOt-:JSET-Fondos
Territoriales de Seguridad y Convivencia- territoriales a las
Inspecciones de Convivencia y Paz de su departamento, distrito
o municipio.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 206 de la Ley 1801 de
2016, el cual quedará así:

ARTÍCULO 206. Atribuciones de los. Inspectores de Convivencia
y Paz rurales, urbanos y corregidores. Les corresponde la



aplicación de las siguientes medidas:

Conciliar  para  .la  solución  de  conflictos  de1.
convivencia, cuando sea procedente.
Conocer  sobre  los  comportamientos  contrarios  a  la2.
convivencia  en  materia  de  seguridad,  tranquilidad,
ambiente  y  recursos  naturales,  derecho  de  reunión,
protección  a  los  bienes  y  privacidad,  actividad
económica,  urbanismo,  espacio  público  y  libertad  de
circulación.
Ejecutar la orden de restitución; en casos de tierras3.
comunales.
Conocer, en única instancia, de la aplicación de las4.
siguientes medidas correctivas:

a. Reparación de daños materiales de muebles o inmuebles;

b. Expulsión de domicilio;

c.  Prohibición  de  ingreso  a  actividad  que  involucra
aglomeraciones  de  público  complejas  o  no  complejas;

d. Decomiso.

Conocer en primera instancia de la aplicación de las5.
siguientes medidas correctivas:

a. Suspensión de construcción o demolición;

b. Demolición de obra;

c. Construcción, cerramiento, reparación o mantenimiento de
Suspensión inmueble;

d.  Reparación  de  daños  materiales  por  perturbación  a  la
posesión y tenencia de inmuebles;

e. Restitución y protección de bienes inmuebles, diferentes a



los descritos en el numeral 17 del artículo 205;

f. Restablecimiento del derecho de servidumbre y reparación de
daños materiales;

g. Remoción de bienes, en las infracciones urbanísticas;

h. Multas;

i. Suspensión definitiva de actividad.

Ejecutar las comisiones que trata el artículo 38 del6.
Código  General  del  Proceso  o  subcomisionar  a  una
autoridad que tenga jurisdicción y competencia, quienes
ejercerán transitoriamente como autoridad administrativa
de policía.
Desarrollar estrategias en materia de pedagogía de paz,7.
resolución de conflictos y justicia restaurativa.
Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las8.
ordenanzas y los acuerdos.

Parágrafo 1°. Las autoridades a que se refieren los artículos
anteriores, deberán realizar las diligencias jurisdiccionales
o administrativas por comisión de los jueces o subcomisión de
los alcaldes de acuerdo con las normas especiales sobre la
materia.

Para el cumplimiento de la comisión o subcomisión podrán a su
vez subcomisionar a otra autoridad que tenga jurisdicción y
competencia, quienes ejercerán transitoriamente como autoridad
administrativa de policía y estarán obligados a cumplir la
subcomisión dentro de los términos que se le establezca.

Parágrafo 2°. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de
Convivencia y Paz que el Alcalde considere necesario, para una
rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el
municipio.



Habrá inspecciones de Convivencia y Paz, permanentes durante
veinticuatro  (24)  horas  en  las  ciudades  capitales  de
departamento, en los distritos, y en los municipios que tengan
una población superior a los (100.000) cien mil habitantes.

Parágrafo 3°. El cargo de Inspector de Convivencia y Paz,
corresponderá  al  grado  más  alto  del  nivel  jerárquico
profesional del respectivo municipio o distrito al cual se
encuentre vinculado en carrera administrativa.

Artículo 7°. Formación profesional y experiencia requerida. La
formación académica y la experiencia profesional requeridas
para el desempeño del cargo de Inspector de Convivencia y Paz
Urbanos y Rurales serán las siguientes:

En los municipios y distritos de categoría Especial, Primera y
Segunda, se exigirá título profesional en Derecho, título de
posgrado  en  áreas  afines  al  cargo  y  una  experiencia
profesional  de  dos  (2)  años  y  seis  (6)  meses.

En  municipios  de  las  categorías  Tercera,  Cuarta,  Quinta,
Sexta, se exigirá como mínimo título profesional en Derecho.

Parágrafo 1°. La equivalencia u homologación de experiencia y
estudios serán las que se encuentran definidas en la ley. En
todo  caso,  la  experiencia  certificada  como  Inspector  de
Policía será tenida en cuenta como experiencia profesional
para los cargos de Inspector de Convivencia y Paz.

Parágrafo Transitorio 1°. Los servidores públicos que, a la
fecha  de  promulgación  de  la  presente  ley  se  encuentren
desempeñando el cargo de Inspector de Inspectores de Policía
cuya denominación pasará a ser a Inspectores de Convivencia y
Paz, que no cumplan con los requisitos establecidos en el
presente artículo, contarán con un plazo máximo de tres (3)
años para acreditar su cumplimiento.

Artículo  8°.  Implementación.  Las  entidades  territoriales
dispondrán  de  seis  (6)  meses  contados  a  partir  de  la



promulgación  de  la  presente  ley  para  implementar  las
disposiciones  aquí  contenidas.

Artículo  9°.  Acogimiento  voluntario  al  nuevo  régimen.  Los
Inspectores de Policía que actualmente ocupen cargos y cuenten
con derechos adquiridos y derechos de carrera administrativa
conforme  al  régimen  anterior,  podrán  acogerse  de  manera
voluntaria a las disposiciones establecidas en la presente
ley.

Para ello, dispondrán de un plazo de seis (6) meses, contados
a  partir  de  la  promulgación  de  la  presente  ley,  para
manifestar  expresamente  su  voluntad  de  acogerse  al  nuevo
régimen.

Si  transcurrido  este  término  no  se  ha  presentado  dicha
manifestación, la autoridad competente del ente territorial
correspondiente deberá realizar, por una única vez, un llamado
formal a los servidores públicos en esta condición, para que
expresen su decisión.

A partir de este llamado, los Inspectores tendrán un plazo
adicional de quince (15) días hábiles para manifestar por
escrito su voluntad de acogerse.

En caso de no hacerlo dentro de los plazos establecidos, se
entenderá que el funcionario ha decidido mantenerse bajo el
régimen anterior, el cual le seguirá siendo aplicable en todos
sus aspectos·, incluyendo nivelación, categorización, salario
y derechos laborales.

Artículo 10. Concordancia y denominación: Reemplácense todas
aquellas disposiciones normativas que contengan la expresión
“Inspector de Policía” por “Inspector de Convivencia y Paz”,
así como todas aquellas disposiciones normativas que contengan
la  expresión  “Inspección  de  Policía”  por  “Inspección  de
Convivencia y Paz”.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de su



promulgación y deroga todas aquellas disposiciones que le sean
contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Diego Alejandro González González.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Jaime Raúl Salamanca Torres.

El  Secretario  General  de  la  honorable  Cámara  de
Representantes,

Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada, a los 23 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Luis Eduardo Montealegre Lynett.

El Ministro de Defensa Nacional,

Pedro Arnulfo Sánchez Suárez.

La Directora del Departamento Administrativo de la Función
Pública,

Mariela del Socorro Barragán Beltrán.



LEY 2491 DE 2025
LEY 2491 DE 2025

(julio 23)

D.O. 53.190, julio 23 de 2025

por  la  cual  se  incorpora  a  los  proyectos  educativos
institucionales el componente de competencias socioemocionales
en Colombia y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El Ministerio de Educación Nacional garantizará
la incorporación del componente socioemocional a los Proyectos
Educativos Institucionales (PEI), y el fortalecimiento de las
habilidades de este componente en la comunidad educativa.

Parágrafo 1°. Las instituciones educativas incluirán de manera
transversal,  siguiendo  las  directrices  establecidas  en  sus
Planes Educativos Institucionales, en su currículo y en las
actividades  escolares,  el  desarrollo  de  competencias
socioemocionales, con enfoque especial para Niños, Niñas y
Adolescentes  intersectorial  y  diferencial  que  garantice  el
acceso en todas las zonas urbanas y rurales del territorio
nacional,  teniendo  en  cuenta  a  las  comunidades  rurales  y
grupos  con  necesidades  especiales,  garantizando·que  los
contenidos del componente socioemocional sean pertinentes y
ajustados a los contextos específicos de cada comunidad.

Parágrafo 2°. La implementación del componente socioemocional
en el ámbito educativo, garantizará igualmente el respeto de
la libertad de cultos y creencias religiosas.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2025/07/31/ley-2491-de-2025/


Artículo  2º.  Las  niñas,  niños  y  jóvenes  tienen  derecho  a
recibir  educación  integral  que  incluya  el  desarrollo  de
competencias  socioemocionales  en  los  establecimientos
educativos públicos y privados. Esta formación se implementará
de manera gradual en todos los niveles educativos adaptándose
a las características evolutivas y necesidades particulares de
cada etapa, en colaboración con las familias y considerando la
diversidad  de  enfoque  pedagógicos  y  el  acompañamiento
apropiado  según  cada  contexto  familiar.

Artículo 3º. El Estado a través del Ministerio de Educación
Nacional o la entidad que haga sus veces en articulación con
las secretarías de educación departamentales o municipales,
implementará  espacios  de  socialización,  sensibilización  y
formación  del  componente  socioemocional  para  los  docentes,
población  estudiantil  de  los  niveles  preescolar,  primaria,
secundaria,  y  toda  la  comunidad  educativa,  con  el  fin  de
garantizar el progreso de estas competencias en el marco del
desarrollo integral del estudiantado.

Parágrafo.  El  Ministerio  de  Educación  Nacional  podrá
articularse con el Ministerio de Salud y Protección Social,
con el fin de coordinar el apoyo de entidades de salud mental
y servicios sociales para asegurar una

implementación  integral  e  interdisciplinaria  del  componente
socioemocional en el ámbito educativo.

En todo caso, la implementación del componente socioemocional
requerirá  el  consentimiento  informado  de  los  padres  y
acudientes, especialmente en lo referente a la participación
de  los  menores  en  procesos  de  evolución  emocional  e
intervención  psicosocial.

El apoyo de dichas entidades deberá ceñirse a los lineamientos
del Ministerio de Salud y Protección Social para la atención
en salud mental y según la medicina basada en evidencia más
actualizada,  siempre  desde  la  garantía  de  los  derechos



humanos.

Artículo 4º. Las instituciones educativas incorporarán en sus
estrategias de formación docente, la categoría de educación
emocional para fortalecer las competencias socioemocionales en
su cuerpo docente y fundar herramientas pedagógicas que les
permitan aplicar la educación emocional en el aula.

Artículo 5º. El Ministerio de Educación Nacional, o quien haga
sus  veces,  supervisará  regularmente  el  desarrollo  de  las
competencias  socioemocionales  mediante  evaluaciones
periódicas,  como  parte  de  los  exámenes  integrales  de  los
estudiantes y las autoevaluaciones institucionales.

Este  proceso  será  participativo  y  crítico,  respaldado  por
Guías  Metodológicas  de  Trabajo  para  la  evaluación  e
implementación  de  estrategias  periódicas  de  competencias
socioemocionales, proporcionadas después de la capacitación de
docentes líderes en esta área, las cuales serán diseñadas e
implementadas por el mismo Ministerio de Educación Nacional.

En  todo  caso,  el  desarrollo  de  estas  competencias
socioemocionales  en  docentes  deberá  incluir  lineamientos
específicos para la prevención y detección de riesgos frente a
casos de abuso sexual de niños, niñas y adolescente como parte
de la protección y del cuidado de la salud mental de los
menores.

Parágrafo 1°. Para el diseño de las Guías Metodológicas de
Trabajo,  el  Ministerio  de  Educación  conformará  una  Mesa
Técnica de Competencias Socioemocionales con la participación
de la comunidad científica y el sector académico que cuente
con  experiencia  acreditada  en  el  estudio  del  componente
socioemocional.  El  Ministerio  de  Educación  Nacional
reglamentará  la  materia.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Educación Nacional, o quien
haga sus veces, realizará estudios de impacto bianuales para
evaluar la efectividad del componente socioemocional en el



bienestar  estudiantil,  proponiendo  mejoras  basadas  en
evidencia.  Para  tal  efecto,  las  instituciones  educativas
deberán reportar semestralmente los avances y dificultades en
la implementación del componente socioemocional, los cuales
serán evaluados por el Ministerio para realizar ajustes en la
metodología y el apoyo ofrecido.

Parágrafo 3º. Para la evaluación e implementación periódica de
competencias  socioemocionales  se  tendrán  en  cuenta  las
siguientes acciones:

El componente socioemocional hará parte del currículo en1.
una secuencia regular de ciclos lectivos.
La creación del componente de desarrollo socioemocional2.
en  los  niveles  preescolar,  básica  (primaria  y
secundaria)  y  media.
La integración del componente socioemocional en los PEI.3.
El  fomento  de  planes,  programas,  capacitaciones  y4.
evaluación  de  competencias  socioemocionales  en  las
instituciones educativas como estrategia del Ministerio
de Educación tanto para el estudiantado acorde a su
nivel de formación como para el cuerpo profesoral.

Parágrafo 4º. Las Instituciones de Educación Superior podrán
incorporar  el  componente  socioemocional  de  que  trata  la
presente  ley;  para  tal  efecto  el  Ministerio  de  Educación
diseñará unas guías metodológicas para su implementación y
evaluación  periódica,  sin  detrimento  de  la  autonomía
universitaria.

Parágrafo 5°. Para garantizar el componente socioemocional en
las  instituciones  educativas  se  tendrán  en  cuenta  las  6
competencias a desarrollar de manera constante, continua y
acorde al ciclo de vida:

Consciencia emocional1.
Autonomía emocional2.



Regulación emocional3.
Habilidades sociales4.
Habilidades para la vida y el bienestar5.
Cultura del autocuidado y prevención en salud mental.6.

Artículo 6°. Para fortalecer el componente socioemocional y
favorecer el desarrollo integral de las niñas, niños y jóvenes
se tendrán las siguientes acciones:

Las  instituciones  educativas  crearán  espacios  de1.
formación  en  competencias  socioemocionales  para
docentes,  cuerpo  administrativo,  cuidadores,  y
orientadores, liderados por el Ministerio de Educación
Nacional y Consejo Nacional de Educación.
Las  instituciones  educativas  de  preescolar,  primaria,2.
básica,  media  y  superior  establecerán  estrategias
(campañas,  programas  de  acompañamiento,  formación  y
sostenimiento)  para  construir  un  ecosistema  educativo
que promueva competencias socioemocionales.
Las  instituciones  educativas  de  preescolar,  primaria,3.
básica, media y superior deberán incluir en sus procesos
educativos los contenidos de educación emocional y su
práctica  transversalizada  además  contenidos
curriculares.
Las  instituciones  educativas  de  preescolar,  primaria,4.
básica, media y superior deberán contar con un programa
de educación emocional que busque promover y fortalecer
la salud mental y el bienestar, a través del desarrollo
y fortalecimiento de competencias socioemocionales.
Las  instituciones  educativas  de  preescolar,  primaria,5.
básica,  media  y  superior  deberán  promover  la
participación  en  los  programas  que  fomenten  el
desarrollo  de  competencias  socioemocionales  entre  los
padres, madres, cuidadores y los estudiantes.
Las  instituciones  educativas  de  preescolar,  primaria,6.
básica,  media  y  superior  deberán  garantizar  la



activación  de  rutas  de  atención,  protección  y
restablecimiento  de  derechos  existentes  en  la
legislación  vigente  con  el  fin  de  garantizar  el
acompañamiento  Psicosocial  y  la  Recuperación
psicoafectiva  y  Emocional  de  los  niños,  niñas  y
adolescentes.
Las  instituciones  educativas  de  prescolar,  primaria,7.
básica,  media  y  superior  deberán  Irnplementar
estrategias  inclusivas  para  atender  y  promover  el
desarrollo  de  competencias  socioemocionales  en
estudiantes  con  discapacidad  cognitiva,  asegurando  la
adaptación  de  contenidos,  métodos  y  recursos
pedagógicos, brindando el apoyo necesario para fomentar
su participación en los programas de educación emocional
y de bienestar.

Artículo  7°.  Con  el  fin  de  garantizar  adecuadamente  la
integración  de  rutas  de  atención  y  protección  en  los
escenarios  educativos  deben  integrarse  los  siguientes
elementos:

Las  instituciones  educativas  deben  propender  por  la1.
caracterización  e  identificación  de  necesidades  en
desarrollo socioemocional y en salud mental en general,
que permitan derivar a programas de promoción o a la
activación de redes de apoyo externas ·para trabajar en
intervención  sobre  posibles  problemáticas  de  salud
mental que se evidencien.
Las instituciones educativas deben contar con planes de2.
seguimiento  para  los  estudiantes  que  han  reportado
dificultades significativas en salud mental, de manera
que  se  integren  y  actualicen  oportunamente,  las
recomendaciones  de  los  profesionales  tratantes  y  las
necesidades  específicas  que  puedan  atenderse  en  el
escenario educativo, cuando sea pertinente.
Las instituciones educativas deben contar con rutas de3.



formación  y  equipos  de  acompañamiento  en  manejo  de
respuesta·emocional  intensa  y  en  primeros  auxilios
psicológicos, que puedan apoyar a cualquier integrante
de la comunidad cuando sea pertinente. En este sentido,
debe  propender  por  la  creación  de  redes  de  apoyo
capacitadas  y  organizadas  para  ser  primeros
respondientes en apoyo emocional cuando sea pertinente.
Las instituciones educativas deben tener redes de apoyo4.
para atención de emergencias en salud mental y redes de
apoyo  externo  para  remisión  de  casos  que  requieran
apoyos  profesionales  a  nivel  terapéutico  en  las
diferentes disciplinas. Las instituciones deben promover
convenios  que  favorezcan  oportunidades  de  acceso  a
servicios en salud mental para los integrantes de la
comunidad.
Las instituciones educativas deben contar con un comité5.
especializado  en  análisis  y  revisión  de  casos  que
permita  establecer  acuerdos  entre  la  institución,  el
estudiante, las familias y los profesionales tratantes,
para  garantizar  implementación  de  estrategias  en
escenarios académicos, mantener activas redes de apoyo
integrales,  garantizar  adherencia  a  procesos  y
tratamientos  de  salud  mental-física  y  lograr
flexibilizaciones  oportunas  cuando  sea  pertinente,  de
manera que se posibilite promover un equilibrio entre el
cumplimiento  de  objetivos  académicos,  como  el
acompañamiento y fortalecimiento de la salud mental y
física, en los casos en los que sea pertinente.
La identificación de la condición en salud mental de los6.
estudiantes  se  deberá  realizar  mediante  estrategias
integrales  que  eviten  la  estigmatización  y  la
discriminación. Para ello, las instituciones educativas
podrán  implementar  un  enfoque  transversal  de
sensibilización  y  promoción  de  la  salud  mental  que
garantice que los procesos de detección y acompañamiento
no resulten en prácticas que fomenten el bullying o el
aislamiento de los estudiantes en razón de su estado



emocional o psicológico. Las estrategias de prevención y
atención en salud mental también deberán contemplar los
entornos virtuales, incluyendo el manejo de ciberacoso,
el uso problemático de redes sociales y otras amenazas
digitales  que  afecten  el  bienestar  emocional  de  la
comunidad educativa.

Parágrafo. En cualquier caso, los elementos y acciones de las
que trata este artículo deberán ceñirse a los lineamientos del
Ministerio de Salud y Protección Social para la atención en
salud mental y según la medicina basada en la evidencia más
actualizada,  siempre  desde  la  garantía  de  los  derechos
humanos.

Artículo 8º. El Ministerio de Educación Nacional reglamentará
la implementación de lo dispuesto en la presente ley durante
los seis meses siguientes a la promulgación de la presente
ley.

Artículo  9°.  Ámbito  de  aplicación.  Las  disposiciones
contenidas  en  la  presente  ley  aplicarán  a  todas  las
instituciones  educativas  formales  públicas  y  privadas  de
primaria, básica y media del territorio nacional, en el marco
de  su  autonomía  institucional,  según  los  lineamientos  y
contenidos  curriculares  diseñados  por  el  Ministerio  de
Educación Nacional.

Artículo 10. La presente ley rige a partir de su promulgación
y deroga todas las normas que le sean contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Efraín Cepeda Sarabia.

El Secretario General del Honorable Senado de la República

Diego Alejandro González González.

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,



Jaime Raúl Salamanca Torres.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jaime Luis Lacouture Peñaloza.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada a 23 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.


